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Excmos. Sres.: ASUNTO: Cuestidén de inconsti-
: ‘ tucionalidad promovida por la
D. Francisco Tomds y Valiente Seccién Quinta de la Audien-
D. Francisco Rubio Llorente cia Provincial de Alicante,
D. Fernando Garcfa-Mon y en terceria de mejor dere-
Gonzélez—-Regueral cho.-
- D. Carlos de la Vega Benayas
D. Eugenio Diaz Eimil SOBRE:Parrafo pentltimo del
D. Miguel Rodriguez-Pifiero y apartado 3¢ del art. 1435 de
Bravo Ferrer la Ley de Enjuiciamiento Ci-
D. Jesls Leguina Vvilla vil.-
D. Luis Lépez Guerra
D. José Luis de los Mozos y
de los Mozos
D. Alvaro Rodriguez Bereijo
D. Vicente Gimeno Sendra
D. José Gabaldén Lépez

El Pleno, en su reunién del dia de hoy y en el
asunto de referencia, ha acordado dictar el siguiente

AUTO
I. ANTECED E
78 1. Mediante Auto de remisién de fecha 16 de junio de 1991,

\ registrado en este Tribunal Constitucional el dfa 22 de no-
\\\\N viembre siguiente, la Seccién Quinta de la Audiencia Provin-
" cial de Alicante plantea una cuestién de inconstitucionalidad
en relacién con el pédrrafo pendltimo del apartado 3¢ del art.
1435 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en cuanto dicho pre-

cepto pudiera vulnerar el art. 14 de la Constitucién.

2. A los efectos de la admisibén a trémite de la presente
cuestién de inconstitucionalidad, interesa poner de manifiesto
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5 4 los siguientes hechos:
a) El Banco de Alicante concerté6 con la empresa
; "Miguelito's Calzados S.L." una pdliza para negociar letras

de cambio y otras operaciones, intervenida por Corredor Cole-
. giado de Comercio y afianzada solidariamente por dos personas
fisicas; las mismas partes concertaron una péliza de crédito
con garantia personal también intervenida por Corredor vy
avalada por aquellas personas. En reclamacién de ciertas can-
tidades derivadas de ambas pdlizas, el Banco siguié un juicio
ejecutivo con fundamento en las liquidaciones efectuadas por
el propio acreedor. El Juzgado de Primera Instancia num. 4 de
Alicante, en'Sentencia de 29 de junio de 1989, dicté Sentencia
de remate. En este proceso se trabdé embargo preventivo de un
piso propiedad de uno de los avalistas.

b) A instancias de un tercero, se siguid contra la socie-
dad mencionada y los fiadores un juicio de menor cuantia ante
el Juzgado de Primera Instancia nim. 2 de Elche, quien estimé
la demanda por Sentencia de 11 de octubre de 1989 y procedié

~también al embargo del citado piso.

c) El Banco de Alicante promovié un proceso de terceria de
mejor derecho, solicitando que se declarara que su derecho
era preferente al del actor en el proceso civil precitado. El
‘ Juzgado de Primera Instancia nim. 2 de Elche, mediante Senten-
2 cia de 9 de enero de 1991, estimé la demanda y reconocié la
\\ preferencia del Banco para resarcirse con el importe que pu-

RS

diera obtenerse del piso embargado.

En el acto de la vista del recurso de apelaciédn, el ape-
lante solicité de la Sala el planteamiento de una cuestién de
inconstitucionalidad vy, tras dar audiencia a la entidad
crediticia actora y al Ministerio Fiscal, la Audiencia de re-
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3. El1 érgano judicial promotor de la presente cuestién
suscita un reproche de constitucionalidad respecto del art.
1435 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (en adelante, LEC). En
el citado precepto legal se establece, que si en los contratos
mercantiles otorgados por entidades de crédito, ahorro y £fi-
nanciacién, en escritura pablica o en pdbdliza intervenida por
Agente de Cambio y Bolsa o Corredor de Comercio, se hubiere
convenido que la cantidad exigible en caso de ejecucibébn seré
la especificada en certificacién expedida por dichas entida-
des, la cantidad se tendrd por liquida siempre que conste en
documento fehaciente que acredite la liquidacién en la forma
pactada, y que el saldo coincida con el que aparece en la
cuenta abierta al deudor. La Sala estima, sustancialmente, que
esta norma pudiera vulnerar la igualdad ante la ley (art. 14
de la Constitucién), por cuanto esas entidades se ven privile-
giadas respecto de otras y de los ciudadanos a la hora del co-
bro de sus créditos en este juicio ejecutivo, mediante el be-
neficio legal mencionado, pues el documenté que acredita la
deuda queda en manos del acreedor, y este tratamiento normati-
vo redunda en una situacién de discriminacién e indefensién
del deudor. ‘

4. Por providencia de 16 de diciembre de 1991, la Seccién
Tercera del Tribunal Constitucional acordd tener por recibidas
las anteriores actuaciones y oir al Fiscal General del Estado
—a tenor de lo dispuesto en el art. 37.1 de la Ley Orgénica
‘del Tribunal Constitucional, en adelante, LOTC- para que, en
el plazo de diez dias, alegase lo que estimara pertinente
acerca de la admisibilidad de esta cuestién de
inconstitucionalidad ante la falta de las condiciones procesa-
les constitucional y legalmente exigibles y, en concreto, por
carecer de juicio de relevancia.

5. En escrito de alegaciones registrado el 10 de enero de
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1992,
trdmite de la presente cuestién de inconstitucionalidad, habi-

el Fiscal General del Estado se opone a la admisién a

da cuenta de la falta de un suficiente juicio de relevancia
(art. 35.1 de la LOTC y art. 163 de la Constitucién).

El Auto de remisién intenta justificar la concurrencia de
dicho requisito afirmando que la cuestién se formula por esti-
mar que la preferencia de crédito que solicita la parte actora
1435.3 de
la LEC. Pero el problema que se plantea en la terceria de me-

tiene como fundamento el pdrrafo pendltimo del art.

jor derecho se limita a resolver qué titulo debe estimarse
preferente respecto de los bienes embargados y para la reali-
zacién de crédito: si una péliza de crédito con garantia per-
sonal e intervenida por Corredor de Comercio o un contrato de
reconocimiento de deuda en documento privado y determinadas
letras de cambio. Y, en el caso de la actora, el titulo esgri-
mido en la terceria coincide con el que fundé la demanda de
juicio ejecutivo que concluyé por Sentencia de remate; en este
proceso, 81 se hubiera podido plantear la cuestién de
inconstitucionalidad que ahora se intenta, pues es patente que
la norma del citado art. 1435 sélo incide en la determinacién
de la 1liquidez de la deuda y en 1la decisién judicial
resolutoria de la pretensién ejecutiva. Esto supuesto, en el
Auto en que se promueve la cuestién no existe wuna argumenta-
cién en la que se exteriorice convenientemente el juicio de
relevancia, més alléd de la ya expuesta y aqui rechazada. En
realidad, el Auto lo que contiene es una argumentacién abs-
tracta inconstitucionalidad del precepto
35.1 de 1la

LOTC. El1 art. 1435 de la LEC carece de relevancia para resol-

sobre 1la posible
cuestionado, incumpliendo lo dispuesto en el art.
ver, desde el punto de vista del derecho sustantivo, un liti-
gio sobre la preferencia de dos créditos. Y es bien conocido
que el Tribunal Constitucional puede entrar a revisar 1la
presencia del 3juicio de relevancia (SSTC 83/1984, 19/1988,

42/1990, etc..).
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IT. F AMENT RIDICOS

. UNICO.- Es patente que la presente cuestién de
inconstitucionalidad no posee un suficiente Juicio de
relevancia, pues el fallo a dictar por la Audiencia en el pro-
ceso a quo no depende de la validez de la norma cuestionada. Y
es indudable que, aunque el Tribunal Constitucional no puede
sustituir al érgano judicial de procedencia en los razonamien-
tos que le llevan a elevar sus dudas de constitucionalidad,
viene, en cambio, obligado a revisar la exteriorizacién de di-
cho juicio de relevancia realizada por el &érgano judicial, a
la luz de lo dispuesto en el art. 37.1 de la LOTC, procediendo
a la inadmisién de la cuestién cuando las argumentaciones ju-
diciales adolezcan de una notoria falta de consistencia (SSTC
67/1985, 106/1986, 127/1987. 196/1987, 3/1988, etc..). En este
sentido, es menester recordar que la cuestidén se promueve en

 un proceso civil que tiene por objeto una terceria de mejor
. derecho para que. se dilucide por el 6érgano Jjuzgador si el

Banco acreedor posee un derecho preferente, frente a un
tercero, a resarcirse de un crédito mediante el valor de un
piso embargado. No se discute aqui, por tanto, y en modo
alguno podria ser el objeto del 1litigio, si el documento que
acredita el montante de la deuda derivada del crédito debe ser
expedido o no por el Banco acreedor, lo que configura el
contenido del cuestionado art. 1435, apartado 3¢, péarrafo
pentltimo, de la LEC, o si tal forma de ligquidacién configura
una discriminacién del deudor, sino antes bien cudl de los dos
acreedores posee un titulo que le otorgue un derecho
preferente. Por eso no es casual que el Banco actor en esta
terceria de mejor derecho -quien obtuvo una Sentencia
favorable a sus tesis en la primera instancia- cuando se 1le
dié audiencia por la Sala sobre la procedencia del
planteamiento de la cuestién, afirmara -lleno de razén- que
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decisibén de la presente terceria". Pues, en efecto, existfia ya
en ese momento procesal una Sentencia de remate firme y que
habia adquirido firmeza con anterioridad a la de la parte
contraria.

De manera diffcilmente comprensible -como sefiala de forma
coincidente el Fiscal General del Estado-, la Audiencia inten-
ta eludir este problema (F.J. 42 del Auto de remisién) cuando
dice: "la presente cuestién se formula por estimar que la pre-
ferencia de crédito cuya declaracién solicita la parte actora
Y que fue estimada en primera instancia, tiene como fundamento
el pérrafo peniltimo del art. 1435 de la LEC". Pero, en rea-
lidad, donde encuentra claro fundamento la pretensién ejercida
por la actora en la terceria de mejor derecho es en una Sen-
tencia firme recaida hacia més de dos afios en el primero de
los procesos civiles sobrevenidos en esta controversia. Y la
propia Audiencia acaba por contradecirse cuando, a continua-
cién, invoca, en el mismo fundamento juridico, el orden de
prelacién establecido en el art. 1924.3 del Cébdigo Civil, re-
lativo a los créditos gque consten en Sentencia firme, si
hubieren sido objeto de litigio.

Esto sentado, el hecho de que sobre el indicado pé&rrafo
del art. 1435 de la LEC hayan sido admitidas a trémite diver-
597 sas cuestiones de inconstitucionalidad, promovidas por distin-
tos 6rganos judiciales, y que se encuentren pendientes de su
resolucién por Sentencia, no permite entender satisfecho el
e requisito procesal resefiado, ni exime a la Audiencia de una
reflexién sobre la aplicacién directa a los hechos de la norma
cuestionada y de un consecuente esfuerzo argumental en la
exteriorizacién del llamado juicio de relevancia; juicio que
no puede tenerse por implicito o supuesto.

Por lo expuesto, y de conformidad con lo establecido en el
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art. 37.1 de nuestra Ley Orgdnica en relacién con el art. 35.1
de la misma, el Pleno de este Tribunal acuerda inadmitir 1la
presente cuestién de inconstitucionalidad promovida por la
Seccién Quinta de la Audiencia Provincial de Alicante.

Madrid, a cuatro de febrero de mil novecientos noventa y

dos.




